
Santiago, veintiocho de febrero de dos mil veintitr s. é

En  cumplimiento  a  lo  ordenado  en  el  fallo  precedente  y  lo 

estatuido  en  el  art culo  785  del  C digo  de  Procedimiento  Civil  seí ó  

pronuncia la siguiente sentencia de reemplazo.

VISTOS: 

Se reproduce lo  expositivo del  fallo  en alzada,  a excepci n  deló  

considerando  vig simo,  que  se  elimina,  y  lo  expuesto  en  los  motivosé  

segundo a s ptimo de la sentencia de casaci n que antecede, y teniendo,é ó  

adem s, presente:á

PRIMERO: Que,  el  abogado  Daniel  Ocqueteau  Moreno,  en 

representaci n de los demandados  ó Mar a Ahumada V squez, Sociedadí á  

Importadora  y  Exportadora  Ahumada  Limitada,  Sociedad  Alpes  de 

Catalu a Agr cola e Inversiones Inmobiliaria Ltda, Sociedad Inmobiliariañ í  

e de Inversiones Victoria Ltda, Sociedad comercializadora de veh culosí  

Business  Rent  Limitada,  Carlos  Fuentes  Ahumada,  Carlos  Alejandro 

Fuentes  Ahumada  Comercializadora  E.I.R.L  o  Angkorwat  E.I.R.L, 

Sociedad de Inversiones e Inmobiliaria Ahumada Limitada, Ana Fuentes 

Ahumada, Miguel Albornoz Bravo y Sociedad Comercializadora Alas de 

Gaviota  Ltda,  Mar a  Cristina  de  la  Fuente,  interpuso  un  recurso  deí  

apelaci n  en  contra  de  la  sentencia  de  primera  instancia,  acusandoó  

agravio  en  el  rechazo  de  las  excepciones  opuso  en  la  oportunidad 

procesal correspondiente.

En efecto, sus alegaciones se fundaron en que la sentencia recurrida 

no se pronunci  sobre su excepci n de exposici n imprudente al da oó ó ó ñ  

por parte de la v ctima demandante, por estimar que sta fall  en susí é ó  

obligaciones de supervigilancia y control de sus subordinados; luego, en el 

mismo escrito,  formul  una apelaci n respecto de aquella  parte de laó ó  

sentencia de primera instancia que rechaz  su excepci n de  prescripci nó ó ó  

de  la  acci n  en  raz n  de  haber  transcurrido  el  plazo  previsto  en  eló ó  

art culo 2332 del C digo Civil.í ó
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En  la  tramitaci n  de  segunda  instancia,  postul  adem s  unaó ó á  

excepci n de cosa juzgada, en raz n de su eficacia refleja, ya que en laó ó  

causa Rol 19.398-2013 del D cimo Sexto Juzgado Civil de Santiago, laé  

demandante interpuso por los mismos hechos, una acci n civil en contraó  

de  Paola  Olivares,  donde  por  sentencia  de  reemplazo  de  esta  Corte 

Suprema, de fecha veintiocho de agosto de dos mil dieciocho, dada en 

causa Rol 58.938-2016, hizo lugar completamente a la demanda civil; a 

su juicio, existen dos sentencias definitivas, la que se analiza por esta v aí  

y aquella otra que declar  el pago de las mismas cifras pedidas por da oó ñ  

emergente  y  lucro  cesante  a  consecuencia  de  los  mismos  hechos,  de 

modo que aquel resultado afecta a la decisi n que pueda adoptarse en laó  

presente causa, lo que importar a una doble indemnizaci n.í ó

SEGUNDO:  Que,  en  relaci n  con  la  excepci n  de  exposici nó ó ó  

imprudente  al  da o  de  la  v ctima,  que  fuese  formulada  por  losñ í  

demandados  al  contestar  la  demanda,  tuvo  como  sustento  la 

circunstancia que el origen de los perjuicios sufridos por la demandante 

surge de su propia negligencia por la  supuesta ausencia de control  y 

fiscalizaci n  de  las  operaciones  que  realizaban  sus  empleados  en  laó  

cuenta corriente del Banco de Chile.

Al  respecto,  la  sentencia  que  se  revisa  asent  en  an lisis  de  laó – á  

prueba rendida-  que los  demandados  ejecutaron acciones tendientes a 

distraer dineros de la demandante, percibiendo ellos,  o a trav s de laé  

sociedades  que  representan,  diferentes  sumas,  como  parte  de  una 

maquinaci n fraudulenta cuyo alcance se determin  en la sentencia dadaó ó  

en causa RIT 16.381-2012 del Cuarto Juzgado de Garant a de Santiago,í  

cuyos elementos de juicio no solo alcanzan a aquellos que fueron parte 

de ese proceso penal y resultaron condenados, sino que refiere, adem s,á  

la  existencia  de  un  concierto  con   aquellos  otros  demandados  para 

asegurar  la  ejecuci n del  fraude y la  distracci n de los  dineros de laó ó  

demandante. Tal conclusi n, precisa el considerando d cimo cuarto de laó é  
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sentencia de primera instancia, surge no solo del m rito de la sentenciaé  

penal, sino de los dem s antecedentes probatorios rese ados en el motivoá ñ  

s ptimo del fallo en alzada.é

TERCERO: Que, conforme lo expresado, resulta evidente que los 

demandados han actuado con dolo en la ejecuci n del hecho il cito, yó í  

que en raz n de las vinculaciones familiares y de amistad que los ligaban,ó  

resulta posible asentar que exist a en todos ellos un perfecto conocimientoí  

de las operaciones que efectuaban los dependientes de la demandante 

para la distracci n de los dineros de sta.ó é

Ahora, si bien la regla del art culo 2330 del C digo Civil disponeí ó  

una reducci n del da o si la v ctima actu  con imprudencia, lo cierto esó ñ í ó  

que  dicha  disposici n  no  tiene  cabida  cuando  una  de  las  partes  haó  

actuado con dolo, como acontece en la especie, donde la atribuci n de laó  

responsabilidad se funda justamente en la actitud dolosa de los agentes 

causantes del da o, y por lo mismo los demandados est n obligados añ á  

resarcir a la v ctima todos los perjuicios que su hecho ha ocasionado, yí  

no  resulta  posible  sostener  que  los  demandados,  a  pretexto  de  la 

negligencia de la v ctima, retengan, con sustento en aquella norma, parteí  

de los dineros o especies defraudadas, consolidando as  la obtenci n deí ó  

un beneficio il cito. Aquello podr a ser posible si la demanda se dirige aí í  

terceros sin participaci n en el hecho il cito, porque la ocurrencia de steó í é  

no ha estado causalmente vinculada a su conducta, m s no respecto deá  

los ejecutores dolosos del hecho. (As  se expresa por ejemplo en: í Enrique 

Barros  Bourie,  Tratado de Responsabilidad Extracontractual,  Editorial  

Jur dica de Chile, segunda edici n actualizada, a o 2022, p gina 460, í ó ñ á o 

bien,  Lilian  San  Mart n  Neira,  La  culpa  de  la  v ctima  en  laí í  

responsabilidad civil,  Editorial DER ediciones, a o 2018, p gina 58 yñ á  

siguientes)

Conforme lo expuesto, la excepci n alegada ser  desestimada.ó á
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CUARTO:  Que,  por  su  parte,  la  excepci n  de  cosa  juzgada,ó  

sustentada en raz n de su eficacia refleja, se fund  en la existencia deó ó  

una  sentencia  otorgada  en  la  causa  Rol  C-19.398-2013,  del  D cimoé  

Sexto  Juzgado  Civil  de  Santiago,  en  cuyo  caso,  fue  condenada  a  la 

reparaci n de los perjuicios Paola Olivares de la Fuentes, ascendente a laó  

suma de $11.524.021.773,  cifra que incluye el  tem de lucro cesante,í  

originalmente desestimado por los jueces de instancia.  Al efecto, indicó 

que la demanda sostenida en aquel proceso y la que se conoce en la 

presente  causa,  son  id nticas,  en  antecedentes,  motivaciones  eé  

imputaciones, y si bien no existe la triple identidad que dicha excepci nó  

requiere,  ambos  procesos  presentan  una  vinculaci n  por  conexidad,ó  

produciendo el primer juicio el efecto de cosa juzgada en el presente.

QUINTO:  Que,  el  recurrente  ha  sostenido  la  comunicabilidad 

entre los dos procesos, aquel dirigido contra una de las autoras del il citoí  

tramitado en D cimo Sexto Juzgado Civil  de Santiago,  y  la  presenteé  

causa,  incoada  contra  un  grupo  diverso  de  autores  del  hecho;  sin 

embargo, aunque los demandados no precisan el alcance del efecto que 

tendr a la sentencia reca da en el primer proceso en ste, la vinculaci ní í é ó  

de ambos,  no resulta  ser una operaci n  autom tica,  como parecieranó á  

pretender. En efecto, la sentencia judicial invocada como fundamento del 

derecho reclamado, reviste -al menos- la condici n de medio de pruebaó  

documental,  distingui ndose  actualmente,  en  importante  doctrinaé  

procesal, los diversos efectos que se derivan de aquella, entre otros, la 

cosa juzgada propiamente tal y la eficacia positiva, esta ltima levantadaú  

por  el  recurrente,  y  aunque  esta  distinci n  no  es  reconocidaó  

expresamente en el C digo de Procedimiento Civil, pues el art culo 175ó í  

se refiere nicamente a la cosa juzgada, la doctrina la distingue de laú  

eficacia  positiva  como  una  forma  de  no  permitir  que  resoluciones 

distintas  sobre  un  objeto  procesal  conexo  la  afecten,  otorgando  a  la 
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primera sentencia consecuencias jur dicas respecto de terceros, solo ení  

casos excepcionales.

Sin  embargo,  diversos  autores  reconocen  que  la  vinculaci n  deó  

ambos  procesos,  supone,  entre  otros  aspectos,  que  lo  resuelto  en  el 

primer  fallo  constituya un antecedente l gico-jur dico  para resolver  laó í  

nueva acci n.  (ó Alejandro Romero Seguel,  Curso de Derecho Procesal  

Civil, Tomo IV, Thomson Reuters, a o 2017, p gina 175 y siguientesñ á ). 

Mas, cuando se trata de acciones derivadas de un mismo hecho, ejercidas 

respecto de sujetos diversos aunque igualmente autores o ejecutores del 

hecho il cito y causantes del da o, entendido como una unidad, aquelí ñ  

supuesto  no  existe,  pues  las  diversas  acciones  que  pueden  ejercerse 

respecto de diversos obligados tienen como finalidad la satisfacci n deló  

acreedor.  Luego, en caso de soluci n total o parcial de la deuda por unoó  

de los demandados, podr n los otros oponer las excepciones que seaná  

procedentes,  en aquella  parte del  da o ya satisfecho por otro, o bienñ  

deducir las acciones restitutorias si han pagado m s all  del alcance de suá á  

culpa.  

Por lo anterior, la excepci n de cosa juzgada por eficacia reflejaó  

ser  desestimada.á

SEXTO: Que en l nea con lo anterior, y en relaci n esta vez coní ó  

la responsabilidad solidaria determinada en la sentencia de primer grado, 

la que se bas  en la existencia de un concierto para la ejecuci n deló ó  

fraude  entre  los  diferentes  responsables,  si  bien  ello  resulta  evidente 

trat ndose de los demandados que fueron condenados en la sentenciaá  

dada en el proceso penal, en cuyo caso tiene clara aplicaci n la normaó  

del art culo 2317 del C digo Civil, no es menos cierto que aquellos otrosí ó  

demandados,  que  no  formaron  parte  de  aquella  causa,  pero  que 

igualmente percibieron de la misma manera diversas transferencias de 

dinero por parte de Paola Olivares y ngel Jaque, como dan cuenta losÁ  

documentos  acompa ados  a  fojas  1074  del  tomo  IV,  se  encuentranñ  
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igualmente obligados a la reparaci n total de la v ctima, y aunque suó í  

culpa alcance a hechos parciales, actuaron claramente en conocimiento 

de la ilicitud de todas las operaciones. Lo anterior sin perjuicio de los 

derechos  que cada uno tengan respecto de los  dem s conforme a suá  

contribuci n  causal  al  da o  provocado  a  la  demandante.  (Esto,  aó ñ  

prop sito  de  las  obligaciones  ó in  solidum,  en:  Enrique  Barros  Bourie,  

Tratado  de  Responsabilidad  Extracontractual,  Editorial  Jur dica  deí  

Chile, segunda edici n actualizada, a o 2022, p gina 460).  ó ñ á Sobre este 

tipo  de  responsabilidad  se  expresan  tambi n  las  sentencias  Corteé  

Suprema Rol 983-2018 y 35.723-2017.

El principio que subyace bajo esta idea es justamente que la v ctimaí  

no sea quien soporte el da o, y pueda ser reparada ntegramente, ya queñ í  

el acto il cito de uno no puede servir rec procamente como excusa para“ í í  

el  il cito  de  otro.  Por  eso  debe  entenderse  que  ambos  est ní á  

indistintamente obligados por su propio hecho al total de la reparaci nó  

(sin  perjuicio  de  las  acciones  de  reembolso) .  (” Enrique  Barros,  obra 

citada, p ginas 445 y siguientesá ). 

Tal es el caso de la Sociedad Ingenier a y Desarrollo de Sistemasí  

Ltda.  y  sus  socios,  Rodolfo  Leiva  Barros,  Roger  Gabelic  Maureira  y 

Carlos Antonio Silva Robles y Sara Ugarte Barrera, quienes se encuentra 

obligados a resarcir,  solidariamente,  la  totalidad los perjuicios directos 

sufridos  por  la  demandante,  al  haber  intervenido  causalmente  en  la 

producci n del da o, originado ste en similares y continuas acciones deó ñ é  

distracci n  de  dineros,  todo  ello,  sin  perjuicio  de  las  acciones  deó  

reembolso  que  le  corresponda  respecto  de  los  dem s  obligados.   Loá  

mismo  ocurre  con  la  Sociedad  Inversiones  e  Inmobiliaria  Ahumada 

Limitada.

S PTIMOÉ : Que, en relaci n a la excepci n de prescripci n, seró ó ó á 

esta desestimada desde que consta en el  proceso que las  demandadas 

percibieron a partir del 13 de noviembre de 2009, particularmente en el 
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caso de la Sociedad Comercial Importadora y Exportadora Ahumada y 

Compa a  Limitada,  diferentes  transferencias  de  dinero  originadas  enñí  

operaciones  fraudulentas  en  perjuicio  de  la  demandante.  Lo  mismo 

ocurre  con  la  Sociedad  Inmobiliaria  y  de  Inversiones  Victoria,  que 

recibi  la primera transferencia el 26 de enero de 2010; con la Sociedadó  

Comercializadora de Veh culos Business Rent que la recibi  el 2 de julioí ó  

de 2010; la Sociedad Alpes de Catalu a, el 5 de noviembre de 2010; y,ñ  

finalmente,  la  Sociedad  Comercial  Alas  de  Gaviota,  que  recibi  laó  

primera transferencia el 21 de febrero de 2012.

As , desde la primera transferencia efectuada a la empresa, Sociedadí  

Comercial Importadora y Exportadora Ahumada y Compa a Limitada,ñí  

a la fecha de notificaci n a los demandados de la medida prejudicial,ó  

ocurrido el 3 de septiembre de 2013, el plazo de prescripci n previsto enó  

el art culo 2332 del C digo Civil, no ha transcurrido y la excepci n serí ó ó á 

desestimada.

Por  estas  consideraciones,  disposiciones  legales  aludidas  en  lo 

considerativo y las que se han reproducido del fallo de primer grado y lo 

dispuesto  en  el  art culo  186  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,í ó  

confirma la sentencia de nueve de enero de dos mil dieciocho, dictada 

por el Vig simo Octavo Juzgado Civil de Santiago.é

Reg strese y devu lvase. í é

Redacci n del Abogado Integrante Sr. H ctor Humeres N.ó é

Rol 125.519-2020

Pronunciada  por  la  Primera  Sala  de  esta  Corte  Suprema,  por  los 

Ministros Sr. Guillermo Silva G., Sr. Arturo Prado P., Sr. Mauricio Silva 

C., Sra. Mar a Ang lica Repetto G., y el abogado Integrante Sr. H ctorí é é  

Humeres N.

No firma no obstante de haber concurrido a la vista de la causa y el 

acuerdo del fallo el Sr. Mauricio Silva C., por estar con permiso.
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Autoriza el Ministro de Fe de la Excma. Corte Suprema

En Santiago, a veintiocho de febrero de dos mil veintitrés, notifiqué en
Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de  la
causa. En aquellos  documentos  en  que  se visualiza la hora,
esta corresponde al horario establecido para Chile Continental.
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